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“Por la cual se decide sobre el recurso de Apelación interpuesto contra la Resolución No. XXXXXXXXXXXX del X de XXXXXXXXXXXXX de XXXX, de  No Inclusión en el Registro Único de Víctimas”.

EL JEFE DE LA OFICINA ASESORA JURIDICA DE LA UNIDAD PARA LA ATENCIÓN 

Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS 
Atendiendo a lo dispuesto en la Ley 489 de 1998, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, la Ley 387 de 1997, la Ley 1448 de 2011, el Decreto 4155 de 2011, el Decreto 4802 de 2011, el Decreto 1084 de 2015, la Resolución N° 0014 de 16 de enero de 2013, la Resolución Nº 00113 del 24 de Febrero de 2015, y

CONSIDERANDO

Que la Ley 1448 de 2011, “por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones”, en su Artículo 166 dispuso de la creación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, refiriendo el numeral 3º del artículo 168 dentro de sus funciones “implementar y administrar el Registro Único de Víctimas, garantizando la integridad de los registros actuales de información”.
Así mismo que la precitada ley en su artículo 154 estableció que el Registro Único de Víctimas se soportaría en el Registro Único de Población Desplazada que era manejado por la antigua Acción Social, así “se soportará en el Registro Único de Población Desplazada, que actualmente maneja la Agencia Presidencial para la Acción Social y Cooperación Internacional, para la atención a la población en situación de desplazamiento, y que será trasladado a la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, dentro de un año contado a partir de la promulgación de la presente Ley”; 

Lo anterior teniendo en cuenta que el Decreto 4802 de 2011 estableció en su Artículo 40 transitorio que, a partir del inicio de las operaciones por parte de la Unidad de Victimas desde el 1 de enero de 2012, todas las funciones asumidas por la antigua Acción Social (transformada en el Departamento para la Prosperidad Social –DPS-) serían trasladadas a esta Unidad, incluso aquellas actuaciones administrativas que no fueron culminadas por el DPS hasta el 31 de diciembre de 2011.

De igual forma que, con la entrada en vigencia del Decreto 1084 de 2015, ”Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector de Inclusión Social y Reconciliación” a través del cual fue  realizado el compendio entre otros del Decreto 4800 de 2011,  fue establecido en el Articulo 2.2.2.1.2 del libro 2 que: ” la Unidad Administrativa Especial para la Atención a las Victimas será la encargada de la operación, administración y funcionamiento del Registro Único de Victimas”. Aunado a lo anterior que el numeral 6 del Artículo 24 del Decreto 4802 de 2011, estableció en cabeza de la Dirección de Registro y Gestión de la Información de “Decidir la solicitud de inscripción en el Registro Único de Víctimas y resolver los recursos de la vía gubernativa de su competencia”.
Por otro lado que mediante el Artículo 7 (numeral 24) del Decreto 4802 de 2011, también fue dispuesta la función de “Resolver en segunda instancia los recursos que se interpongan contra las decisiones adoptadas por las dependencias de la Unidad, en los asuntos propios de sus competencias” en la Dirección General, razón por la cual dicha dependencia DELEGÓ mediante Resolución N° 0014 de 16 de enero de 2013 y Resolución Nº 00113 del 24 de Febrero de 2015, en el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica; la facultad para la resolución y firma de los actos administrativos que resuelvan los recursos de apelación, queja y revocatoria directa interpuestos contra las resoluciones que definan las solicitudes de inclusión en el Registro Único de Victimas de que trata el artículo 154 de la Ley 1448 de 2011.

Teniendo en cuenta el marco normativo anteriormente colegido a continuación me permitiré invocar los antecedentes fácticos que dieron origen a la presente actuación administrativa, así:

El señor XXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, identificado con la cédula de ciudadanía Nº XXXXXXX rindió declaración el día XX de XXXXX de XXXXX ante la Personería del municipio de XXXXXXXXXXX del departamento de XXXXXXXX, para que de acuerdo al procedimiento de Registro contenido en el Articulo 2.2.2.3.1, capítulo 3º del Decreto 1084 de 2015, se proceda a verificar la viabilidad de inscripción en el Registro Único de Víctimas - RUV.

En consecuencia, una vez constatada la declaración presentada por el señor XXXXXXXXXXXXXX fue posible evidenciar que éste solicitó el reconocimiento de su calidad de víctima por el HECHO VICTIMIZANTE, en razón a las circunstancias  ocurridas  el día XX de XXXXX de XXXX en la XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX Municipio de XXXXXXXX del Departamento de XXXXXXXXXX. De la declaración presentada se extrajo lo siguiente: 

“(…) fui reclutado forzosamente por (grupos armados al margen ilegal) por medio de promesas y engaños, estuve en estas filas cerca de 1 mes pero deserte y volvió a la casa, debido a esto recibí amenazas donde me daban 1 día para abandonar la zona o de lo contrario me asesinaban (…)”
De ahí que dicha declaración haya sido remitida a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y valorada en atención a los elementos jurídicos, técnicos y de contexto contenidos en el artículo 2.2.2.3.2.11 del Decreto 1084 de 2015, los cuales arrojaron la determinación adoptada a través de Resolución Nº  XXXXX de fecha XX de XXXXX de XXXX mediante la cual fue decidido no reconocer el hecho victimizante de Amenaza y  en consecuencia no incluir al accionante dentro del Registro Único de Víctimas fundamentando su decisión en la inviabilidad jurídica representada  en: 

 “(…) Al realizar un proceso de valoración integral, en virtud de las facultades que le confiere la Ley 1448 de 2011, se establece de manera objetiva, atendiendo rigurosamente al relato del declarante, y de acuerdo a lo contemplado por el parágrafo 2, del artículo 3 de la Ley 1448 de 2011, el cual señala que: los miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley no serán considerados víctimas, salvo en los casos en los que los niños, niñas y adolescentes hubieren sido desvinculados del grupo armado organizado al margen de la ley siendo menores de edad (…)”
Por consiguiente la entidad procedió a notificar personalmente al señor XXXXXXXXXXXXXXXX, conforme a lo establecido en los artículos 43 y 44 del Código administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011) respecto de la determinación adoptada en el referido Acto Administrativo.

El día XX de XXXX del XXXX, el señor XXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación en contra de la Resolución Nº XXXXXX de fecha XX de XXXXX de XXXX,  manifestando su inconformidad frente a  la determinación relativa a la  NO INCLUSIÓN EN EL REGISTRO ÚNICO DE VICTIMAS, exponiendo entre otros argumentos, lo siguiente:  

“(…) solicito que se tenga en cuenta mi declaración juramentada en la cual aclaro los errores a lugar donde se específica un actor del conflicto no reconocido y pongo en conocimiento el caso como tal la verdad (…)”
En razón a ello, la entidad por intermedio de la Dirección de Registro y Gestión de la Información procedió a dar trámite en instancia de reposición al recurso presentado, determinando a través de  Resolución N° XXXXXXX del XX de XXXX de XX CONFIRMAR  la decisión adoptada bajo  Resolución Nº XXXXXXXX de fecha XX de XXXXX de XXXX, en el sentido de NO RECONOCER y, consecuentemente, NO INCLUIR A XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, en el Registro Único de Víctimas, por el hecho victimizante de amenaza al  considerar que: 

“(…) Al valorar la documentación aportada y la declaración del recurrente, no se evidenció prueba alguna que efectivamente haya sido reclutado y posteriormente desvinculado, es decir, no se cuenta con un documento emitido por autoridad competente que certifique el hecho victimizante declarado por el señor XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, asimismo el hace mención a que su desplazamiento se debió a las amenazas que recibió por haberse retirado del grupo armado al margen de la ley y según la declaración esto sucedió en el año 2013, pero dentro del recurso de reposición anexa una declaración juramentada en donde aparece que fue reclutado en el año 2000, aunque el recurrente dice que la declaración juramentada tiene como finalidad enmendar la fecha en la cual fue reclutado Igualmente así el recurrente haya aclarado la fecha en la cual ocurrió el reclutamiento, es necesario mencionar que para el año 2000 él ya era mayor de edad, entonces tampoco se podría hablar de un reclutamiento y desvinculación de menores. Por lo tanto no se puede hablar que fue víctima dentro del contexto del conflicto armado interno, toda vez que al pertenecer a un grupo armado al margen de la ley no lo hace víctima sino victimario, porque no hay prueba alguna primero que haya sido desvinculado siendo menor de edad. En el estudio de los elementos de contexto se evidenció que: “(…) la ocupación territorial por parte de los siguientes bandas: Paisas, Urabeños Rastrojos, Águilas Negras, tienen concentración en el departamento de Guaviare (…)”1 lo cual indica que para la época en la cual ocurrió el desplazamiento declarado por el recurrente existían las bandas anteriormente mencionadas, por lo tanto se puede inferir que el hecho victimizante si ocurrió a causa de las amenazas que hacían dicha banda al recurrente (…)”
Teniendo en cuenta lo anterior, en virtud del  recurso de apelación  presentado por el recurrente y con el fin de  agotar la vía gubernativa, esta instancia procederá  a revisar nuevamente los elementos de contexto, jurídicos y técnicos señalados dentro del Articulo  2.2.2.3.2.11 del Decreto 1084 de 2015,  tomando como puntos de referencia tanto  la declaración rendida por XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, como sus correspondientes pretensiones, con el fin de  verificar si los hechos manifestados admitirán dentro del marco legal correspondiente el reconocimiento  de  la calidad de víctima y por ende la  revocatoria de la decisión adoptada mediante Resolución Nº XXXXXX de fecha XX de XXXX del XXXX, así:
1. CRITERIO JURIDICO: Si bien es cierto el artículo 83 de la Constitución Política Nacional consagra el principio constitucional de buena fe, el cual impone presumir ésta en las actuaciones de los particulares frente al Estado, no es menos significativa la importancia que se tiene de acreditar la condición de víctima con ocasión al conflicto armado interno. La especial protección del Estado en los términos del programa de reparación por vía administrativa solo debe otorgarse a favor de las personas que realmente han sido víctimas de Grupos Armados Organizados al Margen de la Ley para lo cual será entonces fundamental establecer mediante mínimos elementos probatorios que la accionante cumple con dicha condición fáctica. 

Aunado a lo anterior y con el fin de establecer la ocurrencia del hecho víctimizante aducido por el actor, en primer lugar se debe tener en cuenta que el Artículo 347 del Código Penal define respecto del tipo penal de Amenaza, que: “el que por cualquier medio apto para difundir el pensamiento atemorice a una  persona, familia, comunidad o institución, con el propósito de causar alarma, zozobra o temor en la población o en una parte de ella”  
Para el presente caso es importante tener en cuenta que, si bien la Ley 599 de 2000 tipifico en su Artículo 347  el delito de XXXXXXX,  para  efectos de la Ley 1448 de 2011 sólo se tendrá en cuenta el delito de XXXXXXX dentro del  marco  del conflicto interno armado, toda vez que y como lo ha dicho en diferentes oportunidades la Jurisprudencia Nacional, la precitada ley de Victimas  estableció un marco de justicia transicional bajo la cual emergen mecanismos excepcionales  que de ninguna manera podrán. “remplazar de forma permanente las herramientas ordinarias y regulares con las que cuenta el Estado para amparar a los que sean sujetos de delitos aislados e inconexos”
. 
La anterior consecuencia jurídica tiene  fundamento en los elementos históricos y teleológicos que inspiraron la creación de la Ley 1448 de 2011; así tal y como se dijo en el informe de primer debate en la Cámara de Representantes “No debe entenderse, por tanto, que toda violación de Derechos Humanos que coincida con la comisión de delitos tipificados en la legislación penal, dará lugar a la aplicación de las disposiciones de que trata este proyecto de ley: la idea de un marco de transición como el que aquí se contempla es, precisamente, crear mecanismos excepcionales para reparar y atender a las víctimas con motivo de violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos y no remplazar de forma permanente las herramientas ordinarias y regulares con las que cuenta el Estado para amparar a los que sean sujetos de delitos aislados e inconexos”
  ( resaltado fuera de texto) 

Así mismo que,  el Artículo 3º de la Ley 1448 de 2011 refiere: ”aquéllas  personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos ocurridas con ocasión del conflicto armado interno serán consideradas victimas” En el caso de XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX puede colegirse que la declaración rendida por el actor cumple con el primer requisito señalado por la norma, en tanto que, el criterio temporal es decir la supuesta ocurrencia del daño es posterior al 1 de enero de 1985. No obstante y frente al segundo requisito, tendiente a comprobar que dicha vulneración se haya circunscrito al Conflicto Armado
 me permitiré traer a colación que la sentencia C-253A de 2012, proferida por la H Corte Constitucional, realizó la distinción entre víctimas de delincuencia común y aquellas que surgen con ocasión del conflicto armado interno.
2. CRITERIO TÉCNICO: una vez verificadas las pruebas allegadas al expediente, se encontraron las siguientes:
· Xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx

· Xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx

· xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx

Así las cosas y una vez verificados y contrastados los documentos aportados por XXXXXXXXXXXXXXXX con las bases de datos y el sistema que conforma la Red Nacional de Información  de la Unidad para las Víctimas, a través de los cuales, el actor relata las circunstancias de tiempo, modo y lugar bajo los cuales plantea haber sufrido el delito de “XXXXXXX” fue posible establecer que dentro del referido acervo probatorio no se aportan las  pruebas siquiera sumarias para determinar la inminencia del peligro, como tampoco las circunstancias histórico-espaciales en las que se circunscribe  dicho hecho victimizante. 
3. CRITERIO DE CONTEXTO: De acuerdo a la información aportada por la noticia de la revista Semana titulada “delincuencia en Colombia: “bandas desbandadas”, en el cual se analiza el contexto de violencia y conflicto armado de la zona en donde ocurrió presuntamente el hecho victimizante declarado, podría  concluirse dentro del caso de XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX que, si bien podría encontrarse el accionar delincuencial de grupos capaces de perpetrar ataques intensos en la zona  los cuales por su sistema de operación pueden ser clasificados como organizados
, también se encuentra  la presencia de grupos de delincuencia común los cuales por su sistema de operación y móviles delictuales se distinguen de aquellos. En ese sentido, no se pude concluir que el actor haya sufrido por causa  del conflicto armado el hecho victimizante aducido y en consecuencia sea una victima del conflicto armado interno.

CONCLUSION: 

La procedencia en la  aplicación de las prerrogativas  bajo el ámbito de aplicación del Derecho Internacional Humanitario y las normas internacionales de derechos humanos exigen una relación cercana y suficiente entre los  hechos victimizantes y el conflicto armado, toda vez que no cualquier hecho víctimizante ocurrido como consecuencia de enfrentamientos se enmarcan en el derecho internacional humanitario situación que en el presente caso no es posible evidenciar.
En ese orden de ideas, teniendo en cuenta los argumentos presentados por el recurrente en la declaración inicial y los lineamientos expuesto en el ordenamiento jurídico para definir el delito de XXXXXXXXXXXXXXXX; esta entidad encuentra que NO es viable jurídicamente reconocer dicho evidencia que dicho suceso, ya que,  frente a las circunstancias fácticas narradas no existe elementos que configuren actos que claramente se enmarquen dentro de los parámetros legales contemplados en la ley 1448 de 2011.

Por lo anterior y teniendo en cuenta los manifestados criterios circunscritos al Artículo 2.2.2.3.2.11 del Decreto 1084 de 2015, esta instancia encuentra que es inviable el reconocimiento y la posterior inclusión del señor XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX en el Registro Único de Victimas,  por cuanto, una vez verificadas y comparadas las pruebas documentales aportadas por el mismo con el contexto político, social, económico e histórico encontrado en la XXXXXXXXX del Municipio de XXXXXX del Departamento de XXXXXXXXXXX, no fue posible establecer una relación de conexidad cercana y suficiente entre el hecho declarado y la definición de Conflicto Armado interno. Por lo anterior una vez surtida la revaloración del caso, esta instancia procederá a CONFIRMAR Resolución Nº XXXXXXXXXXX de fecha XX de XXXXX de XXXX.
 ,
No obstante, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas informa que las conclusiones jurídicas y motivas del presente acto no excluyen la posibilidad que tiene el/la deponente de exigir medidas de verdad, justicia y reparación, en los términos que la justicia penal ordinaria tenga capacidad de ofrecer, por lo que el/la deponente puede acercarse a denunciar estos mismos hechos -o en su defecto- a obtener información sobre el desarrollo judicial del mismo, ante la Unidad de Reacción Inmediata (URI) de la Fiscalía General de la Nación, las Salas de Atención al Usuario (SAU), los Centros de Atención Inmediata CAI y Estaciones de la Policía Nacional, o las Casas de Justicia.
En mérito de lo anteriormente expuesto, este Despacho:

RESUELVE:
ARTÍCULO PRIMERO:
Confirmar Nº XXXXXXXXXX de fecha XX de XXXX de XXXX, por las razones expuestas en la parte motiva de este acto.
ARTÍCULO SEGUNDO:
Como consecuencia de lo anterior, no incluir en el Registro Único de Víctimas a XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, identificado con la cédula de ciudadanía N° XXXXXXXXXXXXXX, por las razones expuestas en la parte motiva.
ARTÍCULO TERCERO:
Remitir a la Dirección de Registro y Gestión de la Información el presente acto para que realice la actualización de esta decisión en el Registro Único de Víctimas, notifique o comunique esta decisión y adelante las demás funciones de su competencia.

ARTICULO CUARTO:    El presente acto administrativo rige a partir de la fecha de su expedición y contra el mismo no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Dada en Bogotá, el XXXXXX
LUIS ALBERTO DONOSO RINCON

Jefe Oficina Asesora Jurídica
     Proyecto. XXXXXXXXXX
   Revisó. XXXXXXXXXXXXXXX  
� Corte Constitucional. Sentencia C-253A de 2012 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; salvamento de voto de la Magistrada María Victoria Calle Correa; salvamentos parciales de voto de los magistrados Juan Carlos Henao Pérez, Jorge Iván Palacio Palacio y Luis Ernesto Vargas Silva; aclaración parcial de voto del magistrado Luis Ernesto Vargas Silva); Reiterado por Corte Constitucional. Sentencia C-781 de 2012 (M.P. María Victoria Calle Correa)


� Gaceta del Congreso número 692 del 27 de septiembre de 2010. Citado a su vez por la Corte Constitucional., Ver Nota 1.


� Conflicto armado dentro de los siguientes componentes “Estas referencias permiten ubicar unos elementos comunes, dentro de los cuales destacamos: a) que se tratan de graves violaciones a los derechos humanos; b) que la motivación es de índole política lo cual se expresa en dos situaciones; de un lado la conducta busca como resultado el mantenimiento, modificación, sustitución o destrucción de un determinado modelo de Estado, o de otro lado; se expresa en la discriminación contra un grupo específico de la población por sus características políticas, ideológicas, gremiales, raciales, religiosas o culturales; c) estos actos de violencia tienen ocurrencia dentro del contexto de conflicto armado o por fuera de él.


� El Tribunal Internacional para la antigua Yugoslavia en sentencia del caso Tadic ha establecido los criterios para determinar la existencia de un conflicto armado de carácter interno, los cuales han sido reconocidos por H la Corte Constitucional,: (i) la intensidad del conflicto y (ii) la organización de las partes. Así, para precisar el primero, las Cortes internacionales han aplicado, factores tales como la seriedad de las hostilidades a lo largo de un territorio y de un período de tiempo prolongado, el aumento en las fuerzas armadas estatales y su capacidad de movilización dentro de un territorio; así como la movilidad y distribución de armas de las distintas partes enfrentadas. En cuanto a la organización de los grupos enfrentados, las cortes internacionales la han apreciado de conformidad con criterios tales como la existencia de cuarteles, zonas designadas de operación, y la capacidad de procurar, transportar y distribuir armas.





� Aunado a lo anterior, es menester que conozca que,  de un lado, el trámite adoptado en su caso tiene una estrecha relación con el principio de igualdad traducida como “el derecho de los individuos a que no se consagren excepciones o privilegios arbitrarios que los excluyan de lo que se concede a otros en idénticas circunstancias."� en tanto que de prohijarle un trato diferente en relación con los demás accionantes incluyéndolo en el Registro Único de Victimas se estaría vulnerando flagrantemente este principio, y,  del otro, que si usted considera que ha sido víctima de algún otro hecho diferente, podrá presentar declaración por estos hechos conforme a lo estipulado en el artículo 155 de la ley 1448 de 2011.
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